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Es una norma aprobada en
junio de 2025 que busca
erradicar la corrupción,
fortalecer la ética en el sector
público y garantizar que los
recursos del Estado se usen
con transparencia, eficiencia
y en beneficio de toda la
ciudadanía.

¿Qué es la Ley
Orgánica de
Integridad
Pública?



Erradicar la corrupción y la
violencia en la gestión pública.
Garantizar una administración
eficiente, ágil y transparente.
Fortalecer el control del gasto
público y la ética institucional.
Proteger los derechos de la
ciudadanía, en especial de grupos
vulnerables.

Objetivos Clave de
la Ley



Se fortalecen los controles, se
promueve la transparencia, se
obliga a la publicación de procesos
en línea y se exige certificación a los
funcionarios que manejan compras
públicas. Todo con el fin de evitar
irregularidades y garantizar
eficiencia.

Cambios en
la
Contratación
Pública



Puntos Favorables

Fortalece la
transparencia:
Obliga a publicar
todos los procesos de
contratación pública
en línea, reduciendo
la opacidad y
fomentando la
rendición de cuentas.

 Combate la
corrupción: Impone
sanciones más
estrictas y controles
preventivos para
funcionarios y
proveedores que
incurran en actos
ilícitos.

Moderniza la
administración pública:
Introduce mecanismos
digitales, inteligencia
artificial y certificaciones
obligatorias para
servidores públicos,
mejorando la eficiencia
estatal.

Protege a los más
vulnerables: Refuerza la
justicia especializada
para niñas, niños y
adolescentes frente a
delitos graves,
priorizando su
protección frente al
crimen organizado.



PUNTOS NEGATIVOS
Aunque la Ley busca grandes avances, enfrenta desafíos importantes. Su

aplicación efectiva depende de instituciones sólidas y puede generar
obstáculos operativos si no se acompaña de capacitación y recursos

adecuados.



Alta dependencia del
control institucional:

Carga administrativa
adicional:

Aunque refuerza controles, su eficacia real
depende de que entidades como la
Contraloría y SERCOP actúen con total
independencia y sin interferencias políticas.

La exigencia de certificaciones, reportes y
cumplimiento estricto puede generar
retrasos o sobrecarga para funcionarios y
pequeños proveedores, especialmente en
zonas rurales.



La Ley marca un paso decisivo hacia una
gestión pública más ética, transparente y
eficiente.
Refuerza el control institucional y combate la
corrupción de forma integral.
Su éxito dependerá de la voluntad política, la
capacidad técnica y el compromiso de las
instituciones.
Representa un cambio profundo que debe ser
monitoreado para garantizar su verdadero
impacto en la vida de los ciudadanos.

Conclusiones



A continuación, le indicamos cómo puede
comunicarse con nosotros para cualquier
pregunta, inquietud o solicitud de asesorías
jurídicas en las áreas penal, constitucional,
civil y empresarial.

Avenida Teodoro Gómez entre Maldonado y
Rocafuerte (Segundo Piso de Conradmed)

0980600093
0982359926

Contáctenos


